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TEATADO  DE  PAZ  Y  ARBITRAJE  OBLIGATORIO 
CENTROAMERICAÍsO. 


Los  Gobiernos  de  Costa  Rica,  El  Salvador,  Honduras  y  Nica- 
ragua, deseando  contribuir  por  todos  los  medios  que  estén  á  su 
alcance  al  mantenimiento  de  la  paz  y  buena  armonía  que  existen  y 
deben  existir  entre  ellos,  han  convenido  en  celebrar  una  convención 
de  paz  y  arbitraje  obligatorio;  y  al  efecto  han  nombrado  para  sus 
respectivos  plenipotenciarios: 

El  Gobierno  de  Costa  Rica,  al  Excelentísimo  señor  Licenciado 
D.  Leónidas  Pacheco,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores; 

El  Gobierno  de  El  Salvador,  al  Excelentísimo  señor  Doctor  D.^ 
Salvador  Rodríguez,  Subsecretario  de  Estado  en  el  despacho  de 
Relaciones  Exteriores; 

El  Gobierno  de  Honduras,  al  Excelentísimo  señor  "Doctor  D. 
César  Bonilla,  Ministro  de  Relaciones. Exteriores; 

El  Gobierno  de  Nicaragua,  al  Excelentísimo  señor  Doctor  D. 
Fernando  Sánchez,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 

Quienes  después  de  haberse  comunicado  sus  plenos  poderes  y 
habréndolos  encontrado  en  buena  y  debida  forma,  han  convenido  en 
las  siguientes  estipulaciones: 

Artículo  L 

Se  declara  que  la  presente  Convención  tiene  por  objeto  incorpo- 
rar, en  la  forma  de  Tratado  Público,  las  conclusiones  á  que  han 
llegado  los  Excelentísimos  señores  Presidentes  D.  Rafael  Iglesias, 
General  D.  Tomás  Regalado,  General  D.  Terencio  Sierra  y  General 
D.  José  Santos  Zelaya,  en  las  varias  conferencias  que  han  celebrado 
en  este  puerto,  con  el  único  objeto  de  mantener  y  asegurar,  por 
todos  los  medios  posibles,  la  paz  de  Centro  América. 

Articulo  H. 

Los  Gobiernos  contratantes  establecen  el  principio  del  Arbitraje 
obligatorio  para  dirimir  toda  dificultad  ó  cuestión  que  pudiera  pre- 
sentarse entre  las  partes  contratantes,  comprometiéndose,  en  conse- 
cuencia, á  someterlas  á  un  Tribunal  de  Arbitros  Centroamericano. 

Artículo  lll. 
Cada  una  de  las  partes  contratantes  nombrará  un  Arbitro  pro- 
pietario y  un  suplente  para  constituir  el  Tribunal. 

El   cargo   de   los   Arbitros   durará   un   año,    pudiendo   éstos   ser 

reelectos. 
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Artículo  IV. 

Los  Arbitros  de  los  Estados  entre  los  cuales  existiere  el  conflicto, 
no  formarán  parte  del  Tribunal  para  el  conocimiento  del  caso  con- 
creto, quedando  éste  integrado  con  el  Arbitro  ó  Arbitros  de  los 
demás  Estados. 

Artículo  V. 

Si  por  razón  de  empate  no  hubiere  laudo,  el  Tribunal  sorteará 
un  tercero  entre  los  respectivos  suplentes.  El  tercero  deberá  necesa- 
riamente adherirse  á  uno  de  los  pareceres  emitidos. 

Artículo  VI. 

Tan  pronto  como  se  presente  una  dificultad  ó  cuestión  entre  dos 
ó  más  Estados,  sus  respectivos  Gobiernos  lo  comunicarán  á  los  demás 
signatarios  de  la  presente  Convención. 

Artículo  VIL 

Se  establece  y  reconoce  por  los  Gobiernos  contratantes  la  facultad 
de  cada  uno  de  ellos,  de  ofrecer  sin  demora,  aislada  ó  conjuntamente, 
sus  buenos  oficios  á  los  Gobiernos  de  los  Estados  que  se  encuentren 
en  desacuerdo,  aún  sin  previa  aceptación  de  éstos,  y  aunque  no  se 
les  hubiere  notificado  la  dificultad  ó  cuestión  pendiente. 

Artículo  VIII. 

Agotados  los  oficios  amistosos  sin  resultado  satisfactorio,  el  Go- 
bierno ó  Gobiernos  que  los  hubieren  ejercido,  lo  notificarán  á  los 
demás,  declarando,  al  propio  tiempo,  procedente  el  arbitramento. 
Esta  declaración  se  comunicará,  á  la  mayor  brevedad  posible,  al 
miembro  del  Tribunal  á  quien  corresponda  la  Presidencia  del  mismo, 
á  fin  de  que  en  un  término  que  no  exceda  de  quince  días,  reúna  el 
Tribunal  que  debe  conocer  y  resolver  el  conflicto. 

La  instalación  del  Tribunal  se  comunicará  por  telégrafo  á  los  Go- 
biernos signatarios,  requiriendo  á  las  partes  contendientes  para  que 
presenten  sus  alegatos  en  los  quince  días  siguientes. 

Artículo  IX. 

El  Tribunal  dictará  su  laudo  dentro  de  los  cin<co  días  siguientes 
á  la  expiración  del  término  de  que  se  ha  hablado. 

Artículo  X. 

Las  dificultades  que  puedan  surgir  por  cuestiones  de  límites  pen- 
dientes ó  por  interpretación  ó  ejecución  de  Tratados  de  límites,  po- 
drán ser  sometidas  por  los  Gobiernos  interesados  al  conocimiento  y 
resolución  de  un  Arbitro  extranjero,  de  nacionalidad  americana. 


Artículo  XI. 

Los  Gobiernos  de  los  Estados  en  disputa,  se  comprometen  solem- 
nemente á  no  ejecutar  acto  alguno  de  hostilidades,  aprestos  bélicos 
ó  movilización  de  fuerzas,  á  fin  de  no  impedir  el  arreglo  de  la  difi- 
cultad ó  cuestión,  por  los  medios  establecidos  en  el  presente 
Convenio. 

Artículo  XII. 

La  Presidencia  del  Tribunal  Arbitral  se  ejercerá  alternativamente 
por  periodos  anuales  por  cada  uno  de  sus  miembros,  siguiéndose  el 
orden  alfabético  de  los  Estados  que  representen;  correspondiendo 
el  ejercerla  el  primer  año  al  Arbitro  costarricense,  el  segundo  al  de 
El  Salvador,  y  así  sucesivamente. 

Cuando  por  el  caso  previsto  en  el  Artículo  IV,  el  miembro  que 
ejerce  la  Presidencia  del  Tribunal  estuviere  inhibido  de  conocer,  la 
Presidencia  accidental  para  el  caso  en  cuestión,  será  ejercida  por  el 
Arbitro  que  fuere  hábil,  según  el  orden  de  precedencia  establecido 
en  el  inciso  anterior. 

El  Tribunal  ejercerá  sus  funciones  en  la  Capital  del  Estado  á  que 
corresponde  el  Arbitro  que  debe  presidirlo. 

Artículo  XIII. 

El  Tribunal  Arbitral  dictará  aquellas  disposiciones  de  orden  inte- 
rior que  considere  necesarias  para  llenar  cumplidamente  la  altísima 
misión  que  por  este  Tratado  se  le  confiere. 

Artículo  XIV. 

A  fin  de  prevenirlos  abusos  que  pudieran  cometerse  en  un  Estado 
por  emigrados  políticos  de  otro  contra  la  paz  y  tranquilidad  públicas 
de  éste,  los  Gobiernos  contratantes  se  comprometen  á  retirar,  de 
los  lugares  fronterizos,  á  aquellos  emigrados,  respecto  de  los  cuales 
se  hiciere  la  solicitud  del  caso  por  el  Gobierno  interesado. 

Artículo  XV. 

Con  el  objeto  de  armonizar  en  lo  posible  las  ideas  y  tendencias  de 
los  Gobiernos  de  los  Estados  signatarios,  en  todo  cuanto  se  refiera  á 
mantener  y  estrechar  los  vínculos  de  fraternidad  centroamericana  y 
la  buena  inteligencia  entre  aquellos,  y  mientras  que  para  tales  fines 
no  se  establezcan  Legaciones  permanentes  entre  los  Estados  con- 
tratantes, se  recomienda  el  nombramiento  de  Cónsules  Generales 
de  cada  uno  de  ellos  en  los  otros  Estados,  los  cuales  tendrán  á  la  vez, 
el  carácter  de  Agentes  Confidenciales  de  sus  respectivos  Gobiernos. 


Artículo  XVI. 

La  presente  Convención  será  sometida  á  la  ratificación  de  los 
respectivos  Congresos,  á  la  mayor  brevedad  posible,  y  ratificada  que 
sea  por  todos  ellos,  entrará  en  vigor  treinta  días  después,  sin  necesi- 
dad del  canje. 

Articulo  XVII. 

Para  la  instalación  del  Tribunal  Arbitral,  establecido  por  este 
Convenio,  se  señala  el  día  quince  de  setiembre  del  año  en  curso,  ani- 
versario de  la  Independencia  de  Centro  América. 

Artículo  XVIII. 

En  el  deseo  de  que  la  presente  Convención  ligue  á  todos  los  Esta- 
dos de  la  familia  centroamericana,  los  Gobiernos  signatarios  invita- 
rán conjuntamente,  ó  por  separado,  al  Gobierno  de  la  República  de 
Guatemala,  para  que  adhiera  á  sus  estipulaciones,  si  fuere  de  su 
aprobación. 

En  fé  de  lo  cual,  firmamos  cuatro  ejemplares,  de  igual  tenor,  en 
el  Puerto  de  Corinto,  República  de  Nicaragua,  á  los  veinte  días  del 
mes  de  enero  de  mil  novecientos  dos. 

Leónidas  Pacheco. 
Salvador  Rodríguez. 
César  Bonilla. 
Fernando  Sánchez. 

Palacio  Nacional.  —  San  José,  diecisiete  de  marzo  de  mil  noveci- 
entos dos. 

Visto  el  anterior  Tratado  y  estando  conforme  á  las  instrucciones 
dadas  al  Plenipotenciario,  apruébese  y  pase  al  Congreso  Constitu- 
cional para  los  efectos  de  Ley. 

Rafael  Iglesias. 
El  Secretario  de  Estado  en  el  despacho  de  Relaciones  Exteriores^ 

Ricardo  Pacheco. 


ACTA  UE  INSTALACIÓN  DEL  TRIBUNAL  DE  ARBITRAJE. 


A  la  una  de  la  tarde  del  dos  de  octubre  de  mil  novecientos  dos. 

Reunidos  en  el  Salón  de  Sesiones  del  Congreso  Constitucional 
los  Señores  Licenciado  don  Octavio  Béeche,  y  Doctores  don  Salva- 
dor Gallegos,  don  José  Leonard  y  don  Julián  Irías,  nombrados  respec- 
tivamente por  las  Repúblicas  de  Costa  Rica,  El  Salvador,  Hondu- 
ras y  Nicaragua,  para  miembros  que  deben  integrar  el  Tribunal  de 
Arbitraje  Centroamericano,  establecido  por  el  Tratado  de  Corinto, 
de  veinte  de  enero  último,  fueron  exhibidos  sus  correspondientes 
plenos  poderos;  y  habiéndolos  hallado  en  buena  y  debida  forma, 
se  procedió  á  la  instalación  del  Tribunal,  ocupando  la  Presidencia 
del  mismo  el  Delegado  de  Costa  Rica,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  el  referido  Tratado;  estando  presentes  el  Sr.  Presidente  de  la 
República,  el  Presidente  y  Vicepresidente  del  Congreso  Constitu- 
cional, los  Secretarios  de  Estado,  el  Vicario  Capitular  de  la  Dióce- 
sis, los  Miembros  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  los  de  la  Co- 
rnisón Permanente,  el  Cuerpo  Diplomático  y  el  Consular,  el  Sr.  Presi- 
dente de  la  República,  por  medio  de  una  alocución,  declaró  instalado 
el  Tribunal.  El  Presidente  de  éste  contestó  en  términos  análogos. 
Enseguida  se  retiraron   todos  los  asistentes  y  se  dio  por  terminado 

el  acto. 

Ascensión  Esquivel. 

Octavio  Béeche.  Salvador  Gallegos. 

José  Leonard.  J.    Irías. 


eectLamento  del  tribunal  de  arbitraje 
centroamericano. 


Artículo  I. 


Tan  pronto  como  el  Presidente  del  Tribunal  reciba  la  comuni- 
cación á  que  se  refiere  el  Artículo  octavo  de  la  Convención  de  Co- 
rinto  de  veinte  de  enero  último,  en  la  cual  se  le  avise  que  el  Tribunal 
debe  entrar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  haberse  presentado 
entre  dos  ó  más  de  las  Repúblicas  signatarias  de  aquel  Tratado,  una 
cuestión  que  no  se  hubiere  podido  arreglar  satisfactoriamente  y  por 
medios  amistosos,  dicho  Presidente  pondrá  ese  hecho  en  conocimi- 
ento de  los  demás  Arbitros,  y  los  convocará  para  que  se  reúnan 
dentro  de  los  quince  días  siguientes.  Caso  de  que  alguno  no  se 
encontrare  en  ese  momento  en  el  lugar  donde  debe  reunirse  el  Tri- 
bunal, será  llamado  por  Telégrafo. 

Artículo  II. 

La  convocatoria  se  hará  tanto  á  los  propietarios  como  á  los 
suplentes;  y  si  alguno  de  éstos  tuviere  impedimento,  fuere  recusado 
ó  presentare  excusa  para  asistir,  el  otro  arbitro  decidirá  si  debe  ó  no 
separarse.  En  caso  afirmativo  lo  comunicará  al  Gobierno  á  quien 
aquél  represente,  á  fin  de  que  sea  reemplazado  en  seguida. 

Artículo  III. 

Al  comunicarse  á  los  Gobiernos  signatarios  la  instalación  del 
Tribunal,  se  requerirá  á  los  Gobiernos  contendientes  para  que  den- 
tro del  término  de  quince  días  que  señala  el  referido  Artículo  octavo, 
presenten  sus  alegatos.  Estos  deberán  ser  escritos,  pero  los  aboga- 
dos podrán  reforzar  é  ilustrar  de  viva  voz  sus  argumentaciones. 
Tanto  de  los  alegatos  como  de  los  documentos  deberá  acompañarse 
una  copia  exacta  para  conocimiento  de  la  parte  contraria. 

Dentro  del  mismo  término  de  quince  días  podrá  recibirse  toda 
clase  de  pruebas,  con  citación  de  partes. 

Artículo  IV. 

El  abogado  que  quiera  usar  de  la  palabra  ante  el  Tribunal,  de- 
berá solicitar  para  ello  una  audiencia.  El  Presidente  señalará  con  tal 
objeto  el  día  y  hora  convenientes,  y  lo  comunicará  con  anticipación 
á  sus  colegas,  así  como  á  los  abogados  de  las  partes.      Entre  el  día 


de  la  presentación  del  último  alegato  escrito  y  el  de  la  audiencia, 
deberán  mediar  no  menos  de  dos  días,  á  fin  de  dar  tiempo  á  los  arbi- 
tros para  estudiar  los  alegatos  escritos  antes  de  oir  los  verbales. 
Caso  de  que  la  solicitud  para  una  audiencia  se  hiciere  en  los  últimos 
cinco  días  del  término  señalado  para  la  presentación  de  los  alegatos, 
el  Tribunal  podrá  no  acceder  á  ella,  si  considerare  que  el  tiempo  no 
es  bastante  para  el  estudio  de  la  cuestión  y  pronunciamiento  del 
laudo. 

Artículo  V. 

La  audiencia,  será  privada:  una  vez  abierta,  el  Presidente  conce- 
derá la  palabra  en  primer  término  al  abogado  de  la  parte  que  la 
solicitó  y  si  varios  la  hubieren  pedido,  según  el  orden  alfabético  del 
nombre  de  las  Repúblicas  que  representen.  Cada  abogado  podrá 
hacer  uso  de  la  palabra  sólo  por  dos  veces.  Caso  de  que  por  falta 
de  tiempo  ó  por  otro  motivo  justo  á  juicio  del  Presidente  no  pudiere 
oirse  á  los  abogados  en  una  sola  sesión,  el  Presidente  podrá  suspender 
la  audiencia  para  continuarla  en  el  mismo  día  ó  en  el  siguiente. 
Las  partes  podrán  tener  el  número  de  abogados  que  juzguen  nece- 
sario para  la  defensa  de  sus  derechos,  pero  en  la  audiencia  sola- 
mente podrá  hablar  un  abogado  por  cada  parte.  El  Tribunal  podrá 
decretar,  de  acuerdo  con.  los  interesados,  que  la  audiencia  sea  pública. 

Articulo  VL 

En  la  sesión  pública  quedan  extrictamente  prohibidos  los  signos 
de  aprobación  ó  desaprobación  del  auditorio,  y  si  se  quebrantare 
esta  prescripción,  el  Presidente  mandará  evacuar  la  Sala,  haciendo 
uso,  si  fuere  necesario,  de  la  fuerza  pública,  que  previamente  de- 
berá solicitar. 

Artículo  VIL 

El  Presidente  llamará  al  orden  al  abogado  que  notoriamente  se 
apartare  de  la  cuestión  debatida  ó  que  empleare  frases  ó  palabras 
«fensivas  ó  irrespetuosas  contra  el  Gobierno,  el  representante  ó  los 
ciudadanos  del  Estado  contrario.  Caso  de  que  el  abogado  no  aten- 
diere  el  requerimiento,  el  Presidente  le  retirará  el  uso  de  la  palabra. 

Artículo  VIH. 

Después  de  los  alegatos,  el  Tribunal  deberá  reunirse  durante  los 
días  siguientes  cuantas  veces  fuere  necesario,  á  juicio  del  Presidente, 
para  discutirlas  cuestiones  porpuestas  por  las  partes.  Si  encontrare 
algún  concepto  obscuro  ó  incompleto  en  los  alegatos  ó  en  los  docu- 
mentos, podrá  llamar  á  los  abogados  para  que  lo  esclarezcan,  y 
dentro  de  los  cinco  días  que  señala  el  Artículo  noveno  de  la  Conven- 
ción de  Corinto,  pronunciará  su  laduo. 
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Artículo  IX. 

El  laudo  será  notificado  inmediatamente  á  los  abogados  de  cada 
una  de  las  partes.  Además,  se  enviará  copia  autorizada  de  él  á  los 
Gobiernos  contendientes,  por  medio  del  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores  de  la  República  donde  tenga  su  asiento  el  Tribunal. 

Artículo  X. 

Si  llegare  el  caso  de  empate  de  que  habla  el  Artículo  quinto  del 
Tratado  de  Corinto,  el  sorteo  del  tercero  lo  hará  el  Tribunal  en  el 
acto  mismo  de  conocerse  la  falta,  de  acuerdo  entreoíos  arbitros  y  el 
resultado  se  comunicará  inmediatamente  al  elegido  á  fin  de  que  con- 
curra á  formar  parte  del  Tribunal. 

El  tercero  deberá  adherirse  á  uno  de  los  des  pareceres  con  vista 
de  los  alegatos  y  documentos  presentados,  y  después  de  haber  oido 
las  razones  de  los  demás  arbitros  en  sesión  privada,  sin  que  haya 
lugar  á  nueva  audiencia,  ni  á  ampliaciones  de  parte  de  los  abogados. 

Artículo  XI. 

Lo  dispuesto  en  este  Reglamento  se  observará  sólo  en  caso  de  que 
los  Gobiernos  contendientes  no  hubieren  convenido  en  procedimi- 
entos especiales  que  quepan  dentro  de  las  estipulaciones  del  Tratado 
de  Corinto. 

Artículo  XII. 

Los  incidentes  no  previstos  que  ocurran  en  el  procedimiento 
serán  resueltos  por  los  arbitros  que  conozcan  de  la  cuestión. 

Dado  en  la  ciudad  de  San  José,  á  nueve  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos dos. 

Octavio  Béeche.          Salvador  Gallegos. 
José  Leonard.  J.  Irías. 


AEBITRAJE  INTERNACIONAL  PARA  RECLAMACIONES 
POR  INDEMNIZACIÓN  PECUNIARIA. 


Tratado  entre  los  Estados  Unidos  y  ciertas  Potencias  para  el  arbitraje  de 
reclamaciones  pecií niaras. 

Firmado  en  México,  enero  30  de  1902. 

Aprobado  por  el  Senado,   enero  11  de  1905. 

Ratificado  por  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos,  enero  28  de  1905. 

Ratificación  depositada  en  manos  del  Gobierno  de  México,  febrero  10  de  1905. 

Proclamado,  marzo  24  de  1905. 

PROCLAMA. 

EL  PRESIDENTE  DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  DE  AMÉRICA. 

Por  cuanto  en  30  de  enero  de  1902  se  concluyó  y  firmó  en  la  capital 
de  México  por  plenipotenciarios  debidamente  acreditados  de  los  Es- 
tados Unidos  de  América,  la  República  Argentina,  Bolivia,  Colombia, 
Costa  Rica,  Chile,  la  República  Dominicana,  Ecuador,  El  Salvador, 
Guatemala,  Haití,  Honduras,  México,  Nicaragua,  Paraguay,  Perú 
y  Uruguay,  un  tratado  para  el  arbitraje  de  reclamaciones  pecuniarias, 
cuyo  original  en  castellano  dice  como  sigue: 

TRATADO    SOBRE    RECLAMACIONES    POR    DAÑOS    Y    PERJUICIOS    PECUNIARIOS. 

Sus  Excelencias,  el  Presidente  de  la  República  Argentina,  el  de  Bolivia,  el  de 
Colombia,  el  de  Costa  Rica,  el  de  Chile,  el  de  la  República  Dominicana,  el  del 
Ecuador,  el  de  El  Salvador,  el  de  los  Estados  Unidos  de  América,  el  de  Guatemala, 
el  de  Haití,  el  de  Honduras,  el  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  el  de  Nicaragua, 
el  del  Paraguay,  el  del  Perú  y  el  del  Uruguay: 

Deseando  que  sus  paises  respectivos  fueran  representados  en  la  Segunda  Con- 
ferenpia  Internacional  Americana,  enviaren  á  ella,  debidamente  autorizados  para 
aprobar  las  recomendaciones,  resoluciones,  convenciones  y  tratados  que  juzgaren 
útiles  á  los  intereses  de  la  América,  á  los  siguientes  Señores  Delegados: 

Por  la  República  Argentina:  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Antonio  Bermejo,  Excmo.  Sr. 
D.  Martín  García  Mérou,  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Lorenzo  Anadón. 

Por  Bolivia:  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Fernando  E.  Guachalla. 

Por  Colombia:  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Carlos  Martinez  Silva,  Excmo.  Sr.  General 
D.  Rafael  Reyes. 

Por  Costa  Rica:  Excmo.  Sr.  D.  Joaquín  Bernardo  Calvo. 

Por  Chile:  Excmo.  Sr.  D.  Alberto  Blest  ^ana,  Excmo.  Sr.  D.  Emilio  Bello 
Codecido,  Excmo.  Sr.  D.  Joaquín  Walker  Martinez,  Excmo.  Sr.  D.  Augusto  Matte. 
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Por  la  República  Dominicana:  Excmo.  Sr.  D.  Federico  Enriquez  y  Carvajal, 
Excmo.  Sr.  D.  Luis  Felipe  Carbo.  Excmo.  Sr.  D.  Quintín  Gutiérrez. 

Por  el  Ecuador:  Excmo.  Sr.  D.  Luis  Felipe  Carbo. 

Por  El  Salvador:  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Francisco  A.  Reyes,  Excmo.  Sr.  D.  Bal- 
tasar Estupinián. 

Por  los  Estados  Unidos  de  América:  Excmo.  Sr.  Henry  G.  Davis,  Excmo.  Sr. 
William  1.  Buchanan,  Excmo.  Sr.  Charles  M.  Pepper,  Excmo.  Sr.  Volney  W.  Fos- 
ter,  Excmo.  Sr.  John  Barrett. 

Por  Guatemala:  Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Lazo  Arriaga,  Excmo.  Sr.  Coronel  D. 
Francisco  Orla. 

Por  Haití:  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  J.  N.  Léger. 

Por  Honduras:  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  José  Leonard,  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Fausto 
Dávila. 

Por  México:  Excmo.  Sr.  Lie.  D.  Genaro  Raigosa,  Excmo.  Sr.  Lie.  D.  Joaquín  D. 
Casasús,  Excmo.  Sr.  Lie.  Pablo  Macedo,  Excmo.  Sr.  Lie.  D.  Emilio  Pardo,  jr., 
Excmo.  Sr.  Lie.  D.  Alfredo  Chavero,  Excmo.  Sr.  Lie.  D.  José  López-Portillo  y 
Rojas,  Excmo.  Sr.  Ledo.  D.  Manuel  Sánchez  Mármol,  Excmo.  Sr.  Lie.  D.  Rosendo 
Pineda. 

Por  Nicaragua  :  Excmo.  Sr.  D.  Luis  F.  Corea,  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Fausto  Dávila. 

Por  el  Paraguay :  Excmo.  Sr.  D.  Cecilio  Báez. 

Por  el  Perú:  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Isaac  Alzamora,  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Alberto 
Elmore,  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Manuel  Alvarez  Calderón. 

Por  el  Uruguay  :  Excmo.  Sr.  Dr.  D.  Juan  Cuestas. 

Quienes  después  de  haberse  comunicado  sus  plenos  poderes  y  encontrándolos  en 
buena  y  debida  forma,  con  excepción  de  los  exhibidos  por  los  Representantes  de 
sus  Excelencias  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América,  el  de  Nicaragua 
y  el  del  Paraguay,  los  cuales  obran  ad  referendum,  han  convenido  en  celebrar  un 
Tradado  para  someter  á  la  decisión  de  arbitros  las  reclamaciones  por  daños  y  per- 
juicios pecuniarios  que  no  hayan  sido  resueltas  por  la  vía  diplomática  en  los  términos 
siguientes  : 

Artículo  i°:  Las  Altas  Partes  Contratantes  se  obligan  á  someter  á  arbitraje 
todas  las  reclamaciones  por  daños  y  perjuicios  pecuniarios,  que  sean  presentadas 
por  sus  ciudadanos  respectivos  y  que  no  puedan  resolverse  amistosamente  por  la 
vía  diplomática,  siempre  que  dichas  reclamaciones  sean  de  suficiente  importancia 
para  ameritar  los  gastos  del  arbitraje. 

Artículo  i°  :  En  virtud  de  la  facultad  que  reconoce  el  Artículo  26  de  la  Con- 
vención de  La  Haya,  para  el  arreglo  pacífico  de  los  conflictos  internacionales,  las 
Altas  Partes  Contratantes  convienen  en  someter  á  la  decisión  de  la  Corte  Perma- 
nente de  Arbitraje,  que  dicha  Convención  establece,  todas  las  contraversias  que 
sean  materia  del  presente  Tratado,  á  menos  que  ambas  partes  prefieran  que  se 
organice  una  jurisdicción  especial;  conforme  al  Artículo  21  de  la  citada  convención. 

En  caso  de  someterse  á  la  Corte  Permanente  de  La  Haya,  las  Altas  Partes 
Contratantes  aceptan  los  preceptos  de  la  referida  Convención,  en  lo  relativo  á  la 
organización  del  Tribunal  arbitral,  respecto  á  los  procedimientos  á  que  éste  haya 
de  sujetarse  y  en  cuanto  á  la  obligación  de  cumplir  el  fallo. 

Artículo  3°:  El  presente  Tratado  no  será  obligatorio  sino  para  los  Estados  que 
hayan  suscrito  la  Convención  para  el  arreglo  pacífio  de  los  conflictos  internacionales, 
firmada  en  La  Haya  el  29  de  Julio  de  iSqg,  y  para  los  que  ratifiquen  el  Protocolo 
unánimemente  adoptado  por  las  Repúblicas  representadas  en  la  Segunda  Confe- 
rencia Internacional  Americana,  para  la  adhesión  á  las  Convenciones  de  La  Haya. 

Artículo  4°:  Siempre  que  por  cualquier  motivo  no  llegue  á  abrirse  á  alguna 
ó  á  algunas  de  las  Altas  Partes  Con^atantes  la  Corte  Permanente  de  La  Haya,  se 
obligan  á  consignar  en  un  Tratado  especial,  las  reglas  conforme  á  las  cuales  se 
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establecerá  y  funcionará  el  Tribunal  que  haya  de  conocer  de  las  cuestiones  á  que 
se  refiere  el  Artículo  i"  del  presente  Tratado. 

Artículo  5":  Este  Tratado  será  obligatorio  para  los  Estados  que  lo  ratifiquen, 
desde  la  fecha  en  que  cinco  Gobiernos  signatarios  lo  hayan  ratificado,  y  estará  en 
vigor  durante  cinco  años.  La  ratificación  de  este  Tratado  por  los  Estados  que  lo 
firmen  será  trasmitida  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  el  cual  comu- 
nicará á  los  demás  las  notas  de  ratificación  que  reciba. 

En  fé  de  lo  cual  los  Plenipotenciarios  y  Delegados  firman  el  presente  Tratado  y 
ponen  en  él  el  sello  de  la  Segunda  Conferencia  Internacional  Americana. 

Hecho  en  la  Ciudad  de  México  el  día  30  de  enero  de  mil  novecientos  dos,  en 
tres  ejemplares  escritos  en  castellano,  inglés  y  francés,  respectivamente,  los  cuales 
se  depositarán  en  la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores  del  Gobierno  de  los  Es- 
tados Unidos  Mexicanos,  á  fin  de  que  de  ellos  se  saquen  copias  certificadas  para 
enviarlas  por  la  vía  diplomática  á  cada  uno  de  los  Estados  signatarios. 

Por  Haití: 

J.   N.   LÉGER. 

Por  Honduras: 


Por  la  República  Argentina: 

Antonio  Bermejo. 

Lorenzo  Anadón. 
Por  Bolivia: 

Fernando  E.  Guachalla. 
Por  Colombia: 

Rafael  Reyes. 
Por  Costa  Rica: 

J.  B.  Calvo. 
Por  Chile: 

Augusto  Matte. 

JoAQ.  Walker  M. 

Emilio  Bello  C. 
Por  la  República  Dominicana: 

Fred.  Henriquez  i  Carvajal. 
Por  Ecuador: 

L.  F.  Careo. 
Por  El  Salvador: 

Francisco  A.  Reyes. 

Baltasar  Estupinián. 
Por  los  Estados  Unidos  de  América: 

W.  1.  Buchanan. 

Charles  M.  Pepper. 

Volney  W.  Foster. 
Por  Guatemala: 

Francisco  Orla. 


J.  Leonard. 

F.  Dávila. 
Por  México: 

G.  Raigosa. 
Joaquín  D.  Casasús. 

E.  Pardo,  Jr. 

José  López-Portillo  y  Rojas. 
Pablo  Macedo. 

F.  L.  de  la  Barra. 
Alfredo  Chavero. 
M.  Sánchez  Mármol. 
Rosendo  Pineda. 

Por  Nicaragua: 

F.  Dávila. 
Por  Paraguay: 

Cecilio  Baez. 
Por  Perú: 

Manuel  Alvarez  Calderón. 

Alberto  Elmore. 
Por  Uruguay: 

Juan  Cuestas. 


Es  copia  del  original  que  ha  sido  depositado   en   el    Ministerio  de    Relaciones 
Exteriores  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos. 
México,  marzo  75  de  igo2. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 

[sEAL.]  Igno.  Mariscal. 


Y  por  cuanto  está  acordado  en  el  Artículo  5°  de  dicho  Tratado 
que  sus  estipulaciones  serán  obligatorias  para  los  Estados  que  lo 
ratifiquen,  desde  la  fecha  en  que  cinco  de  las  naciones  signatarias 
hayan  efectuado  esa  ratificación. 
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Y  por  cuanto  el  Tratado  fué  ratificado  por  los  Estados  Unidos 
de  América  el  28  de  enero  de  1905,  por  Guatemala  el  29  de  abril  de 
1902,  por  El  Salvador  el  19  de  mayo  de  1902,  por  el  Perú  el  29  de 
octubre  de  1903,  y  por  Honduras  el  6  de  julio  de  1904: 

Por  tanto,  sépase  que  yo,  Theodore  Roosevelt,  Presidente  de  los 
Estados  Unidos  de  América,  he  hecho  publicar  dicho  Tratado,  á  ñn 
de  que  todo  lo  que  en  él,  y  en  cada  una  de  sus  cláusulas,  esté  dicho, 
se  observe  y  cumpla  en  buena  fé  por  los  Estados  Unidos  y  sus 
ciudadanos. 

En  cuyo  testimonio,  asi  lo  firmo  y  hago  sellar  con  el  sello  de  los 
Estados  Unidos. 

Hecho  en  la  ciudad  de  Washington,  hoy  veinte  y  cuatro  de  marzo 
del  año  del  Señor  mil  novecientos  cinco  y  el  ciento  veinte  y  nuevo 
de  la  Independencia  de  los  Estados  Unidos  de  América. 

[l.  s.  ]  Theodore  Roosevelt. 

Por  mandado  del  Presidente. 

Alvey  a.  Adee, 

Secretario  de  Estado  interino. 


TRATADO  DE  EL  MAIIBLEHEAD. 


Habiéndose  acogido  por  parte  de  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas 
de  Guatemala,  Honduras,  y  El  Salvador  la  amistova  exsitativa  de  los 
Excelentísimos  Sres.  Teodoro  Roosevelt,  Presidente  de  los  Estados 
Unidos  de  América  y  General  Porfirio  Díaz,  Presidente  de  los  Estados 
Unidos  Mexicanos,  para  tratar  sobre  las  bases  en  que  debe  restablecerse 
la  paz  desgraciadamente  interrumpida  entre  las  tres  Repúblicas  y 
asegurar  en  lo  posible  de  una  manera  permanente  el  goce  de  sus 
beneficios,  se  reunieron  á  bordo  del  Marblehead,  crucero  de  la  Marina 
de  Guerra  de  los  Estados  Unidos  de  América,  los  Sres.  Licencia- 
dos D.  Arturo  Ubico,  Lie  D.  José  Pinto,  Lie.  D.  Juan  Barrios  M.,  y 
Lie.  D.  Manuel  Cabral,  como  Delegados  de  la  República  de  Guate- 
mala; el  Dr.  D.  Francisco  Bertrand,  como  Delegado  de  la  República 
de  Honduras  y  los  Doctores  D.  José  Rosa  Pacas  y  D.  Salvador  Gal- 
legos, como  Delegados  de  El  Salvador,  después  de  verificar  su& 
respectivas  credenciales  y  de  deliberar  ampliamente  sobre  el  objeto 
de  la  conferencia,  bajo  la  presidencia  honorífica  de  los  Excelentísimos 
Sres.  William  Laurence  Merry  y  Leslie  Combs,  Ministros  Plenipo- 
tenciarios de  los  Estados  Unidos  de  América  en  las  Repúblicas  de 
El  Salvador  y  Guatemala  y  Honduras  y  del  Excelentísimo  Sr.  D. 
Federico  Gamboa,  Ministro  Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos 
Mexicanos,  siendo  además  el  primero  Delegado  especial  de  la  Repú- 
blica de  Costa  Rica  para  presenciar  las  Conferencias  de  Paz  á  las 
cuales  concurrió  también  en  el  mismo  concepto  el  Hon.  Señor  Doctor 
D.  Modesto  Barrios  por  parte  de  la  República  de  Nicaragua,  han 
convenido  en  las  siguientes  bases: 

Primera:  Las  Repúblicas  de  El  Salvador  y  Honduras  vuelven  al 
estado  de  paz  con  la  República  de  Guatemala  echando  al  olvido  sus 
diferencias  pasadas.  En  consecuencia  concentrarán  sus  respectivos 
ejércitos  dentro  de  tres  días  contados  desde  el  siguiente  al  en  que  se 
ha  firmado  la  presente  Convención;  }/  á  su  desarme  dentro  de  los 
ocho  días  subsiguientes,  quedando  únicamente  las  guarniciones  que 
ordinariamente  se  mantienen  en  sus  poblaciones  y  las  escoltas  volan- 
tes que  funcionan  para  servicios  de  policía. 

Segunda:  Los  Gobiernos  contratantes  se  entregarán  recíproca- 
mente los  prisioneros  de  guerra  y  asistirán  gratuitamente  á  los 
heridos  que  haya  en  sus  respectivos  territorios  hasta  que  ellos  mismos 
puedan  regresar  á  sus  hogares  ó  sean  reclamados  por  sus  respectivos 
Gobiernos.  Así  mismo  se  pondrá  en  libertad  á  los  prisioneros  polí- 
ticos que  puedan  haber  en  la  actualidad ;  y  se  recomendará  por  cada 
deleg'ación  á  los  respectivos  Gobiernos  que  decreten  una  anmistía 
general  á  la  mayor  brevedad  posible. 

Tercera-:  Las  Altas  Partes  Contratantes  se  obligan  á  concentrar 
á  los  emigrados  que  haya  ó  puedan  llegar  á  sus  respectivos  territorios, 
c  c 2  15 
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lo  mismo  que  á  vigilar  su  conducta  para  impedir  que  abusando  del 
asilo  maquinen  contra  la  tranquilidad  y  el  orden  del  país  de  donde 
hayan  emigrado. 

Cuarta  :  Dentro  de  los  dos  meses  de  la  fecha  se  celebrará  con  las 
partes  contratantes  un  tratado  general  de  paz,  amistad,  comercio, 
etc.,  designándose  la  Capital  déla  República  de  Costa  Rica  para  que 
en  ella  se  reúnan  y  lo  acuerden  los  Representantes  de  los  tres  Go- 
biernos plenamente  autorizados. 

Entre  tanto  se  conviene  en  que  quedan  vigentes  todas  las  estipu- 
laciones internacionales  que  han  ligado  á  las  partes  contratantes  y 
especialmente  las  de  la  segunda  conferencia  Pan  Americana,  reunida 
en  México. 

Quinta  :  Si  lo  que  no  es  de  esperar,  cualquiera  de  las  Altas 
Partes  Contratantes  faltare  en  lo  sucesivo  á  alguno  de  los  puntos 
convenidos  en  este  Tratado  ó  diere  motivo  para  nuevas  divergencias, 
éstas  se  sujetarán  á  arbitramento,  designándose,  desde  luego,  como 
arbitros  á  los  Excelentísimos  Señores  Presidentes  de  los  Estados 
Unidos  de  América  y  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  á  cuyo  arbi- 
tramento deberán  sujetarse  también  las  nuevas  dificultades  concretas 
entre  Guatemala,  El  Salvador  y  Honduras. 

El  presente  Convenio  queda  bajo  la  garantía  de  la  lealtad  de  los 
Gobiernos  interesados  y  de  la  sanción  moral  de  los  Gobiernos  de  las 
naciones  mediadoras  y  asistentes. 

Sin  perjuicio  de  la  ejecución  inmediata  de  este  Tratado,  el  canje 
de  las  ratificaciones  se  verificará  por  cambio  de  notas  en  las  ciudades 
de  Guatemala,  San  Salvador  y  Tegucigalpa,  á  más  tardar  el  día 
treinta  del  corriente  mes. 

En  fé  de  lo  cual  firmamos  y  sellamos  el  presente  á  bordo  del  cru- 
cero americano  Marblehead  k  los  veinte  días  del  mes  de  julio  del  año 

de  mil  novecientos  seis. 

Arturo  Ubico. 

Pinto. 

Juan  Barrios  M. 

Manuel  Cabral. 

F.  Bertrand. 

J.  R.  Pacas. 

Salvador  Gallegos. 

WlLLIAM    LaURENCE    MeRRY. 

,  "  Leslie  Combs. 

F.  Gamboa. 
Modesto  Barrios. 

Presidentes  Honorarios.  . 
Por  invitaciones  de  las  Legaciones, 

R.  T.  Mullican,  • 

Comdr.   U.  S.  N. ,  Co7N?na?iding  Marblehead. 
Por  delegación  del  Sr.  Ministro  William  L.  Merry,  como  represen- 
tante del  Gobierno  de  Costa  Rica,  Salv.  Gallegos  (h). 


TEATADO  GENERAL  DE  PAZ  Y  AMISTAD,  AEBITEAJE, 

COMEECIO.  L 


Los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  de  El  Salvador,  Guatemala  y 
Honduras,  de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  Tratado  de  20 
de  julio  del  corriente  año,  que  se  suscribió  á  bordo  del  crucero 
americano  Marblehead,  y  la  República  de  Costa  Rica,  procediendo 
por  invitación  de  aquellos  paises,  y  en  el  deseo  de  concurrir  á  este 
acto  que  interesa  á  toda  la  patria  centroamericana,  con  el  fin  de 
afianzar  la  paz  en  ella  sobre  bases  firmes  y  estables  y  estrechar  sus 
relaciones  de  familia  y  los  vínculos  ,  que,  por  la  comunidad  de  sus 
destinos,  deben  ligarlas,  han  celebrado  por  medio  de  sus  Delegados, 
que  á  continuación  se  designan,  varias  sesiones,  en  conferencia  plena, 
consignando  en  las  diversas  actas  del  Protocolo  formado  al  efecto, 
las  conclusiones  que  han  juzgado  convenientes  para  lograr  tan 
importante  objeto;  5^,  deseando  dar  á  dichos  acuerdos  una  forma 
más  solemne,  han  tenido  á  bien  reducirlas  á  un  Tratado  General. 

Han  intervenido,  por  parte  de  la  República  de  Costa  Rica,  el 
Excelentísimo  Señor  Licenciado  D.  Luis  Anderson;  por  la  de  El 
Salvador,  los  Excelentísimos  Señores  Doctores  D.  Salvador  Galle- 
gos y  D.  Salvador  Rodríguez  González;  por  la  de  Guatemala,  los 
Excelentísimos  Señores  Doctor  D.  Francisco  Anguiano  y  Licen- 
ciado D.  José  Flamento ;  y  por  la  de  Honduras,  el  Excelentísimo  Señor 
General  D.  Sotero ,  Barahona;  quienes  después  de  haberse  comu- 
nicado sus  respectivos  plenos  poderes  y  encontrándolos  en  buena  y 
debida  forma,  han  convenido  en  los  siguientos  Artículos: 

Artículo   i.° 

Habrá  paz  perpetua  y  amistad  franca,  leal  y  sincera  entre  las 
Repúblicas  de  Costa  Rica,  El  Salvador,  Guatemala  y  Honduras, 
debiendo  cada  uno  de  los  respectivos  Gobiernos  considerar  como 
una  de  sus  principales  obligaciones  el  mantenimiento  de  esa  paz  y 
el  cultivo  de  esa  amistad,  procurando  poner  de  su  parte  todos 
aquellos  medios  que  conduzcan  á  su  logro,  y  remover,  dentro  de  la 
esfera  de  sus  atribuciones,  cuantos  obstáculos,  de  cualquier  natu- 
raleza que  sean,  puedan  impedirlo.  Para  llegar  á  este  fin,  se  pondrán 
de  acuerdo,  siempre  que  la  importancia  del  caso  lo  demande,  para 
impulsar  su  progreso  moral,  intelectual  é  industrial,  uniformando 
así  sus  intereses  cual  cumple  á  pueblos  hermanos. 
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Artículo  2°. 

Si,  lo  que  no  es  de  esperar,  cualquiera  de  las  Altas  Partes  Con- 
tratantes, faltare  á  alguno  ó  algunos  de  los  puntos  convenidos  en 
este  Tratado,  ó  diere  motivo  para  alguna  divergencia,  ésta,  lo  mismo 
que  cualesquiera  dificultades  concretas  que  entre  ellas  sobrevengan, 
se  resolverán   inmediatamente  por  el  medio  civilizado  del  arbitraje. 

Artículo  3°. 

Los  Gobiernos  de  El  Salvador,  Guatemala  y  Honduras,  de  con- 
formidad con  lo  establecido  en  el  Tratado  que  se  celebró  á  bordo 
del  Marblehead^  designan  desde  luego  como  arbitros  á  los  Excelentí- 
simos Señores  Presidentes  de  los  Estados  Unidos  de  América  y  de 
los  Estados  Unidos  Mexicanos,  á  cuyo  arbitramento  deberán  suje- 
tarse todas  las  dificultades  concretas  que  entre  ellas  sobrevengan. 

Para  convenir  en  la  manera  de  llevar  á  cabo  este  arbitramento, 
dichas  Repúblicas  acreditarán  á  mas  tardar  dentro  de  tres  meses  de 
esta  fecha,  Legaciones  ante  los  Gobiernos  de  los  Estados  Unidos  de 
América  y  de  México,  quedando  entre  tanto,  como  reglamento  para 
el  arbitraje,  lo  establecido  en  el  Tratado  de  Arbitraje  obligatorio 
celebrado  en  México  el  29  de  enero  de  1902. 

Artículo  4°. 

No  habiendo  suscrito  Guatemala  la  Convención  de  Corinto  de  20 
de  enero  de  1902,  Costa  Rica,  El  Salvador  y  Honduras  declaran,  por 
su  parte,  que  dicha  Convención  de  Corinto  continúa  en  vigencia  y 
que  las  dificultades  concretas  que  entre  ellas  pudieran  surgir  debe- 
rán ser  arregladas  conforme  el  expresado  Convenio  y  el  Reglamento 
decretado  por  el  Tribunal  de  Arbitraje  Centroamericano  el  9  de 
octubre  del  mismo  año. 

Artículo  5°. 

Los  ciudadanos  de  una  de  las  Altas  Partes  Contratantes  resi- 
dentes en  el  territorio  de  cualquiera  de  las  otras,  gozarán  de  los 
mismos  derechos  civiles  de  que  gozan  los  naturales  y  se  considerarán 
como  ciudadanos  naturalizados  en  el  país  de  su  residencia,  con  tal 
de  que  reúnan  las  condiciones  que  exigen  las  correspondientes  leyes 
constitutivas  y  que  hagan  la  declaración  del  caso  ante  la  autoridad 
departamental  respectiva,  ó  acepten  algún  cargo  ó  puesto  público, 
en  cuyo  caso  se  presume  aquel  deseo.  Los  no  naturalizados  estarán 
exentos  del  servicio  militar  obligatorio,  cualquiera  que  sea,  por  mar 
ó  tierra,  y  de  todo  empréstito  forzoso,  exacciones  ó  requerimientos 
militares,  y  no  se  les  obligará  por  ningún  motivo  á  pagar  más  contri- 
buciones ó  tasas  ordinarias  ó  extraordinarias  que  aquéllas  que  pagan 
los  naturales. 
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Artículo  6^. 

Los  Agentes  Diplomáticos  de  cada  una  de  las  Altas  Partes  Con- 
tratantes, favorecerán  con  sus  buenos  oficios  la  justicia  que  asista  á 
sus  connacionales;  pero  es  entendido  que  en  la  defensa  y  resguardo 
(!('  sus  derechos  é  intereses  y  en  sus  reclamaciones  y  quejas  contra 
la  nación  ó  los  particulares,  no  podrán  emplear  más  recursos  que  los 
que  las  leyes  de  cada  una  de  las  Repúblicas  signatarias  conceden  á 
sus  nacionales,  debiendo  conformarse  con  la  resolución  definitiva  de 
los  Tribunales  de  Justicia. 

Artículo  7°. 

Los  individuos  que  hayan  adquirido  un  título  profesional,  litera- 
rio, artístico  ó  industrial,  en  alguna  de  las  Repúblicas  Contratantes, 
podrán  ejercer,  en  cualquiera  de  las  otras,  sin  gravamen  alguno,  sus 
profesiones,  artes  ú  oficios  con  arreglo  á  las  respectivas  leyes;  sin 
más  requisitos  que  los  de  presentar  el  título  ó  diploma  correspondi- 
entes debidamente  autenticados,  justificar,  en  caso  necesario,  la 
identidad  de  la  persona  y  obtener  el  pase  del  Poder  Ejecutivo  en 
donde  así  lo  requiera  la  ley. 

También  serán  válidos  los  estudios  científicos  ó  literarios  hechos 
en  las  universidades,  escuelas  facultativas  é  institutos  de  segunda 
enseñanza  de  cualquiera  de  los  países  contratantes,  previas  las 
autenticaciones  de  los  documentos  que  acrediten  dichos  estudios  y 
la  identidad  correspondiente. 

Artículo  8°. 

Los  ciudadanos  de  los  países  signatarios  que  residan  en  el  terri- 
torio de  los  otros,  gozarán  del  derecho  de  propiedad  literaria, 
artística  ó  industrial,  en  los  mismos  términos  y  sujetos  á  los  mismos 
requisitos  que  los  nacionales. 

Artículo  9°. 

El  comercio,  por  mar  ó  por  las  fronteras  terrestres,  entre  las 
Repúblicas  de  El  Salvador,  Guatemala  y  Honduras,  de  productos 
naturales  ó  artefactos  manifacturados,  será  libre  de  todo  derecho 
fiscal,  y  no  estará  gravado  por  impuestos  locales  ó  municipales  en  su 
internación.  Esta  franquicia  se  extenderá  también  á  los  derechos 
de  exportación  respecto  de  El  Salvador  y  Guatemala.  Se  exceptúan 
los  productos  elaborados  en  el  país  con  materias  primas  del  extran- 
jero, que  pagarán  únicamente  el  cincuenta  por  ciento  de  los  derechos 
que  le  correspondan  recíprocamente  en  su  internación  de  un  país 
á  otro. 
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No  obstante  lo  estipulado  en  el  párrafo  anterior,  los  Gobiernos 
de  las  Altas  Partes  Contratantes,  de  común  acuerdo,  dictarán  todas 
aquellas  providencias  que  conduzcan  á  evitar  el  fraude  que  puediera 
hacerse  al  abrigo  de  las  franquicias  que  se  estipulan  en  el  presente 
Artículo. 

Artículo   io°. 

Para  gozar  de  las  exenciones  anteriores  se  requerirá  que  la  auto- 
ridad política  de  donde  proceda  el  producto  nacional,  natural  ó 
manufacturado,  certifique  la  procedencia  del  Artículo  y  que,  á  su 
vez,  el  Administrador  de  la  Aduana  de  salida  acredite  en  la  misma 
forma  que  el  producto  es  natural  del  país  y  de  legítima  procedencia. 

Artículo   ii°. 

No  gozarán  de  las  exenciones  contenidas  en  el  Artículo  anterior: 

1°.    La  sal  y  el  azúcar  respecto  de  El  Salvador  y  Guatemala; 

2°.  Los  productos  naturales  ó  manufacturados  estancados  actual- 
mente ó  que,  en  lo  sucesivo,  se  estanquen  en  beneficio  del  Estado  en 
cada  una  de  las  Repúblicas  Contratantes. 

3°.  Los  artículos  de  ilícito  comercio  y,  en  general,  todos  aquellos 
que  ambos  Gobiernos  convengan  en  exceptuar. 

Artículo  12°. 

El  que  de  cualquier  manera  defraudare  ó  intentare  defraudar  á 
la  Hacienda  Pública  de  alguno  de  los  Estados  Contratantes  á  la 
sombra  de  las  disposiciones  de  este  Convenio,  será  perseguido  y 
condenado  conforme  á  las  leyes  fiscales  respectivas. 

Artículo  13°. 

En  cuanto  á  las  relaciones  comerciales  entre  las  Repúblicas 
mencionadas  y  la  de  Costa  Rica,  se  conviene,  como  punto  general, 
en  que  la  libre  introducción  se  limitará  por  ahora,  á  sólo  los  pro- 
ductos nacionales  que  no  se  obtengan  en  alguna  de  ellas  en  cantidad 
suficiente  para  las  necesidades  del  consumo,  debiendo  designarse 
libremente  tales  artículos  y  el  alcance  de  la  franquicia,  en  cada  año, 
por  notas  que  se  dirigirán  las  Cancillerías  respectivas  durante  el  año 
anterior. 

Artículo   14°. 

Las  naves  mercantes  de  los  cuatro  países  contratantes  se  conside- 
rarán, en  los  mares,  costas  y  puertos  de  los  indicados  países  como 
naves  nacionales;  gozarán  de  las  mismas  exenciones,  franquicias  y 
concesiones  que  éstas  y  no  pagarán  otros  derechos  ni  tendrán  otros 
gravámenes  que  los  que  paguen  y  tengan  impuestos  las  embarca- 
ciones del  país  respectivo. 
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Artículo   15°. 

Los  Agentes  Diplomáticos  y  Consulares  de  las  Repúblicas  Con- 
tratantes en  las  ciudades,  plazas  y  puertos  extranjeros,  prestarán  á 
las  personas,  buques  y  demás  propiedades  de  los  ciudadanos  de 
cualquiera  de  ellas,  la  misma  protección  que  á  las  personas,  buques 
y  demás  propiedades  de  sus  compatriotas,  sin  exigir  por  esos  servi- 
cios otros  ó  más  altos  derechos  que  los  acostumbrados  respecto  de 
sus  nacionales. 

Artículo   16°. 

En  el  deseo  de  fomentar  el  comercio  entre  las  Repúblicas  Con- 
tratantes, sus  respectivos  Gobiernos  procurarán  ponerse  de  acuerdo 
para  el  establecimiento  de  naves  nacionales  mercantes  que  hagan  el 
comercio  de  cabotaje,  ó  para  los  arreglos  y  subvenciones  que  deban 
acordarse  á  las  Compañías  de  Vapores  que  hagan  el  tráfico  entre 
San  Francisco  de  California  y  Panamá,  y  entre  Colón  y  Puerto 
Barrios. 

Artículo   17°. 

Las  Altas  Partes  Contratantes,  reconociendo  la  necesidad  y  la  gran 
utilidad  de  promover  y  apoyar  el  establecimiento  de  las  mejores  vías 
de  comunicación  entre  los  respectivos  Estados,  convienen  hacer,  al 
efecto,  según  lo  determine  cada  uno  de  ellos  en  cuanto  á  su  propio 
territorio,  las  concesiones  del  caso  para  la  construcción  de  vías  fér- 
reas y  el  establecimiento  de  nuevas  líneas  de  cable  submarino  y  de 
telégrafos  sin  hilos. 

Así  mismo  se  comprometen  á  mejorar  en  lo  posible  sus  comuni- 
caciones telegráficas  y  telefónicas,  quedando  convenido  que  la  corre- 
spondencia por  telégrafo  no  estará  sujeta  á  más  altos  derechos 
que  los  fijados  en  las  tarifas  establecidas  para  el  interior  de  cada 
República. 

Artículo  18°  • 

Habrá  entre  los  Gobiernos  Contratantes  un  canje  completo  y 
regular  de  toda  clase  de  publicaciones  oficiales.  También  lo  habrá 
de  las  científicas  )'■  leterarias  que  se  hagan  en  su  respectivo  territorio 
por  particulares,  y,  al  efecto,  todo  editor  y  todo  dueño  de  imprenta 
será  obligado  á  suministrar  á  la  respectiva  Secretaría  de  Relaciones 
Exteriores,  inmediatamente  después  que  salga  á  la  luz  la  publica- 
ción, los  ejemplares  para  el  canje.  Con  el  objeto  de  que  sean  con- 
servadas debidamente  y  de  que  puedan  ser  fácilmente  consultadas, 
cada  Gobierno  depositará  un  ejemplar  de  esas  publicaciones  en  la 
biblioteca  pública  que  crea  conveniente. 


Artículo  19°. 

Los  instrumentos  públicos  otorgados  en  una  de  la^  Repúblicas 
Contratantes  serán  válidos  en  otras,  siempre  que  estén  debidamente 
autenticados  y  que  en  su  celebración  se  hayan  observado  las  layes 
de  la  República  de  donde  procedan. 

Artículo  20°. 

Las  Autoridades  Judiciales  de  las  Repúblicas  Contratantes  darán 
curso  á  las  requsitorias  en  materia  civil,  comercial  ó  criminal,  con- 
cernientes á  citaciones,  interrogatorios  y  demás  actos  de  procedi- 
miento é  instrucción. 

Respecto  de  los  demás  actos  judiciales  en  materia  civil  ó  comer- 
cial, procedentes  de  acción  personal,  tendrán  en  el  territorio  de 
cualquiera  de  las  Altas  Partes  Contratantes,  igual  fuerza  que  los 
de  los  Tribunales  locales,  y  se  ejecutarán  del  mismo  modo  que  éstos, 
siempre  que  se  declaren  previamente  ejecutoriados  por  el  Tribunal 
Supremo  de  la  República  en  donde  han  de  tener  ejecución,  lo  cual 
se  verificará  si  llenaren  las  cpndiciones  esenciales  que  exije  su 
respectiva  legislación  y  conforme  á  las  reglas  señaladas  en  cada 
país  para  la  ejecución  de  las  sentencias. 

Artículo  21°. 

Las  Repúblicas  Contratantes,  en  el  deseo  de  que  no  queden  impunes 
los  delitos  que  se  cometan  en  sus  respectivos  territorios,  ni  se  eluda 
la  responsabilidad  criminal  con  la  evasión  de  los  delincuentes,  con- 
vienen en  entregarse  recíprocamente  los  individuos  que  se  refugien 
en  el  territorio  de  cada  una  de  ellas  y  que  en  la  otra  hubieren  sido 
condenados  ó  estuvieren  procesados  por  haber  cometido  en  él,  como 
autores  ó  cómplices,  alguno  de  los  delitos  siguientes:  homicidio, 
incendio,  robo,  piratería,  peculado,  abigeato,  falsificación  de  moneda 
ó  de  instrumentos  públicos,  estafa,  malversación  de  caudales  públi- 
cos, quiebra  fraudulente,  falso  testimonio  y,  en  general  cualquier 
otro  por  el  cual  pueda  procesarse  sin  necesidad  de  acusación  de 
parte  y  que  el  Código  Penal  común  de  la  nación  en  que  se  hubiese 
cometido  tenga  señalada  la  pena  superior  á  la  de  dos  años  de  priva- 
ción de  la  libertad,  aunque  la  pena  de  tal  delito  sea  menor  ó  distinta 
en  la  nación  del  refugio. 

Artículo  22.° 

La  pena  de  dos  años  de  privación  de  la  libertad  setiala  la  natura- 
leza de  los  delitos  que  motivan  la  extradición  cuando  ella  se  pide 
durante  el  enjuiciamiento;  pero  no  limita  los  efectos  del  juicio,  si, 
por  circunstancias  atenuantes  ú  otros  esclarecimientos  favorables  al 
reo,  fuere  éste  sentenciado  á  sufrir  una  pena  menor. 
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Si  la  extradición  se  pidiere  en  virtud  de  sentencia  ejecutoria,  el 
reo  será  entregado,  siempre  que  la  pena  impuesta  no  baje  de  un  año 
de  privación  de  la  libertad. 

Articulo  23°. 

No  se  concederá  extradición  alguna  de  personas  sentenciadas  ó 
acusadas  por  delitos  políticos,  aunque  resulten  cometidos  en  conexión 
con  algún  crimen  ó  delito  que  pudiera  motivarla. 

Toca  á  los  Tribunales  de  Justicia  de  la  República  del  asilo  califi- 
car la  naturaleza  de  los  delitos  políticos. 

El  individuo  entregado  no  podrá  ser  juzgado  ni  condenado  por 
■delitos  políticos,  ni  por  hechos  relativos  á  ellos,  que  hubiere  come- 
tido antes  de  la  extradición. 

Artículo  24°. 

No  se  concederá  la  extradición: 

1°  Si  el  reo  reclamado  hubiere  sido  ya  juzgado  y  sentenciado  por 
el  mismo  hecho  en  la  República  donde  resida; 

2°  Si  en  ésta,  el  hecho  por  que  se  pide  la  extradición  no  fuere 
considerado  como  delito;  y 

3°  Si,  conforme  á  las  leyes  de  la  República  reclamante  ó  de  las 
del  asilo,  hubiere  prescrito  la  acción  ó  la  pena. 

Si  el  individuo  reclamado  estuviere  acusado  ó  hubiere  sido  con- 
denado en  el  país  del  asilo,  por  delito  cometido  en  él,  no  será  entre- 
gado sino  después  de  haber  sido  absuelto  por  sentencia  firme  y,  en 
caso  de  condenación,  después  de  haber  extinguido  la  condena  ó  de 
haber  sido  indultado. 

En  casos  urgentes  se  podrá  solicitar  la  detención  provisional  del 
inculpado,  por  medio  de  comunicación  telegráfica  ó  postal,  dirigida 
al  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  ó  por  medio  del  respectivo 
Agente  Diplomático  ó  del  Cónsul,  en  su  defecto.  El  arresto  provi- 
sional se  verificará  según  las  reglas  establecidas  por  la  Legislación 
del  país;  pero  cesará  si  en  el  término  de  un  mes,  contado  desde  que 
se  verificó,  no  se  formalizare  la  reclamación. 

Articulo  25°. 

Las  Altas  Partes  Contratantes  no  estarán  en  la  obligación  de  entre- 
gar á  sus  nacionales ;  pero  deberán  enjuiciarlos  por  las  infracciones  de 
la  Ley  Penal  cometidas  en  cualquiera  de  las  otras  Repúblicas,  y  el 
Gobierno  respectivo  deberá  comunicar  las  diligencias,  informaciones 
y  documentos  correspondientes  y  remitir  los  objetos  que  revelen  el 
cuerpo  del  delito,  suministrando  todo  lo  que  conduzca  al  esclareci- 
miento necesario  para  la  expedición  del  proceso.  Verificado  éste, 
el  proceso  criminal  se  contiuará  y  terminará  y  el  Gobierno  del  país 
del  juzgamiento  informará  al  otro  interesado  del  resultado  definitivo 
de  la  causa. 
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Artículo  26°. 

La  extradición  será  siempre  concedida  aún  cuando  el  presunto 
reo  resultare  impedido,  por  esta  entrega,  de  cumplir  obligaciones 
contraídas.  En  tan  caso  los  interesados  tendrán  derecho  de  ejercitar 
sus  acciones  ante  las  autoridades  judiciales  competentes. 

Artículo  27°. 

La  entrega  será  hecha  siempre  bajo  la  condición  de  que  si  la 
pena  del  crimen  ó  delito  que  motiva  la  extradición,  no  es  igual  en 
la  nación  reclamante  y  en  la  del  refugio,  se  aplicará  al  delincuente 
la  menor,  y  en  ningún  caso  la  de  muerte. 

Artículo  28°. 

Si  el  acusado  ó  condenado  cuya  extradición  se  solicita  fuere 
igualmente  reclamado  por  otro  ú  otros  Gobiernos  por  crímenes 
cometidos  en  jurisdicción  de  ellos  por  el  mismo  culpado,  éste  será 
entregado  de  preferencia  al  Gobierno  que  primero  hubiere  hecho 
la  demanda  de  extradición. 

Artículo  29°. 

Para  la  extradición  se  entenderán  directamente  entre  sí  ó  por  la 
vía  diplomática  los  Gobiernos  signatarios  correspondientes.  En  la 
reclamación  se  especificará  la  prueba  ó  principio  de  prueba  que  por 
las  leyes  de  la  República  en  que  se  hubiere  cometido  el  delito,  sea 
bastante  para  justificar  la  captura  y  enjuiciamiento  del  culpable. 

También  deberá  acompañarse  la  sentencia  condenatoria,  acusa- 
ción, mandamiento  de  prisión  ó  cualquier  otro  documento  equiva- 
lente; y  debe  indicarse  la  naturaleza  y  gravedad  de  los  hechos  impu- 
tados y  las  disposiciones  penales  que  les  sean  aplicables.  En  caso 
de  fuga,  después  de  estar  condenado  y  antes  de  haber  sufrido  total- 
mente la  pena,  la  reclamación  expresará  esta  circunstancia  é  irá 
acompañada  únicamente  de  la  sentencia. 

Artículo  30°. 

Para  facilitar  la  prueba  de  la  propiedad  de  los  objetos  y  semo- 
vientes hurtados  ó  robados  que  se  lleven  de  la  una  á  la  otra  Repú- 
blica, se  establece  que  la  autorización  y  autenticación  de  los  docu- 
mentos respectivos  puedan  hacerse  por  las  autoridades  superiores 
políticas  del  departamento  en  que  el  delito  se  haya  cometido,  y, 
mientras  se  presentan  los  interesados,  la  autoridad' judicial  del  país 
en  que  se  encuentren  los  objetos  ó  semovientes,  deberá  ordenar  su  de- 
pósito, bastando  para  ese  fin  el  requerimiento  por  telégrafo  de  cual- 
quiera de  las  autoridades  mencionadas.  Comprabada  la  propiedad 
de  dichos  bienes,  serán  entregados  á  sus  dueños,  aunque  la  extradi- 
ción del  reo  no  proceda  ó  todavía  no  se  haya  decretado. 
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Artículo  31°. 

En  todos  los  casos  en  que  proceda  la  detención  del  refugiado, 
se  le  hará  saber  su  causa  en  el  término  de  24  horas  y  que  podrá, 
dentro  de  tres  días  perentorios,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la 
notificación,  oponerse  á  la  extradición,  alegando: 

1°  Que  no  es  la  persona  reclamada; 

2°  Los  defectos  sustanciales  de  que  adolezcan  los  documentos 
presentados;  y 

3°   La  improcedencia  del  pedido  de  extradición. 

Artículo.  32°. 

En  los  casos  en  que  sea  necesaria  la  comprobación  de  los  hechos 
alegados,  se  abrirá  el  incidente  á  pruebas,  observándose  en  sus 
términos  las  prescripciones  de  la  Ley  Procesal  de  la  República 
requerida. 

Producida  la  prueba,  el  incidente  será  resuelto  sin  más  trámite, 
en  el  término  de  diez  días,  declarando  si  hay  ó  no  lugar  á  la 
extradición. 

Contra  dicha  resolución  se  darán  dentro  de  los  tres  días  sigui- 
entes á  su  notificación  los  recursos  legales  que  extablezcan  las  leyes 
del  país  del  asilo;  pero,  á  más  tardar,  cinco  días  después  de  trascur- 
rido aquel  término,  deberá  dictarse  la  resolución  definitiva. 

Artículo  ¡;¡°. 

Los  gastos  que  causen  el  arresto,  manutención  y  transporte  del 
individuo  reclamado,  lo  mismo  que  los  de  la  entrega  y  traslación  de 
los  objetos  que,  por  tener  relación  con  el  delito,  deban  restituirse  ó 
remitirse,  serán  á  cargo  de  la  República  que  solicita  la  entrega. 

Artículo  34°. 

Las  Altas  Partes  Contratantes  declaran  solemnemente  que  no 
pueden  conceptuarse  ni  conceptuar  como  naciones  extranjeras  á  las 
Repúblicas  de  Centro  América  y  que  trabajarán  constantemente  por 
mantener  entre  todas  ellas  los  vínculos  de  familia  y  la  mayor  cordi- 
alidad en  sus  relaciones,  haciendo  causa  común  entre  sí  en  los  casos 
de  guerra  ó  de  dificultades  con  naciones  extranjeras,  y  mediando 
amigable  y  fraternalmente  en  sus  trastornos  de  carácter  privado. 

Artículo  35°. 

En  el  empeño  de  mantener  la  paz  y  de  prevenir  una  de  las  causas 
más  frecuentes  de  trastornos  en  el  interior  de  las  Repúblicas,  y  de 
intranquilidad  y  desconfianza  entre  los  pueblos  centroamericanos, 
los  Gobiernos  Contratantes  no  permitirán  que  los  cabecillas  ó  jefes 
principales  de  las  emigraciones  políticas,  ni  sus  agentes,  residan  en 
los  lugares  fronterizos  á  los   países  cuya  paz  pretendieren  turbar. 
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Tampoco  emplearán  en  el  Ejército  Nacional  á  los  Emigrados  de 
cualquiera  de  las  otras  Repúblicas,  y  los  concentrarán  cuando  así  le 
solicitare  el  Gobierno  interesado. 

Si  los  emigrados  políticos  residentes  en  cualquiera  de  las  Repú- 
blicas Contratantes  iniciaren  ó  fomentaren  trabajos  revolusionarios 
contra  alguna  de  las  otras,  serán  inmediatamente  expulsados  del 
territorio.  Todas  estas  medidas  se  dictarán  cualquiera  que  sea  la 
nacionalidad  del  individuo  contra  quien  se  acordaren;  pero  el  Go- 
bierno que  haya  de  dictarlas  juzgará,  para  ello,  la  suficiencia  de  la 
prueba  que  se  le  presente  ó  de  la  que  él  mismo  obtenga. 

Artículo  36°. 

El  presente  Tratado  será  perpetuo  y  siempre  obligatorio  en 
cuanto  se  refiere  á  la  paz,  amistad  3^  trabajo,  y  en  lo  relativo  al  co- 
mercio, extradición  y  demás  estipulaciones,  permanecerá  en  su  fuerza 
y  vigor  por  el  término  de  diez  años,  contados  desde  el  día  del  canje 
de  las  ratificaciones.  Sin  embargo,  si  un  año  antes  de  expirar  dicho 
término,  no  se  hubiere  hecho  por  alguna  de  las  Altas  Partes  Con- 
tratantes notificación  oficial  á  las  otras  sobre  la  intención  de  termi- 
narlo, continuará  siendo  obligatorio  hasta  un  año  después  que  se 
haya  hecho  la  referida  notificación. 

Artículo  37°. 

Este  Tratado  será  ratificado  y  las  ratificaciones  serán  canjeadas 
en  la  Ciudad  de  San  Salvador,  dentro  de  dos  meses,  contados  desde 
la  fecha  de  la  última  ratificación. 

Artículo  38°. 

Estando  resumidas  ó  convenientemente  modificadas  en  este  Tra- 
tado las  principales  estipulaciones  de  las  anteriormente  celebradas 
entre  los  Países  Contratantes,  se  declara  que  todos  quedan  sin  efecto 
y  derogados  por  el  actual,  cuando  sea  debidamente  aprobado  y  se 
verifique  el  cambio  de  las  respectivas  ratificaciones. 

En  fé  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  suscriben  y  sellan  el  pre- 
sente Tratado  en  la  Ciudad  de  San  José  de  Costa  Rica,  á  los  veinte 
y  cinco  días  del  mes  de  septiembre  de  mil  novecientos  seis. 

Luis  Anderson. 

Salvador  Gallegos. 

Salvador  Rodríguez  G. 

F.  Anguiano. 

José  Flamento. 

SOTERO    BaRAHONA. 
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